
el Patrimonio, como tributo de declaración periódica -dependiendo de cómo se regule- en

el Impuesto sobre el Valor Añadido, la tasa estatal sobre el juego195 o en los Impuestos

especiales. En cambio se presenta como tributo instantáneo si se construye sobre el

Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados o sobre el

Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones. Por otro lado, de la normativa penal referida

anteriormente, se extrae que no se ha contemplado expresamente la acumulación de un

hipotético recargo tributario autonómico a la cuota del tributo base con lo que, deducimos,

este tributo ha de ser considerado de forma individual de acuerdo con estas reglas.

Así las cosas, bajo nuestro punto de vista, se puede derivar alguna conclusión. En

efecto, parece que es el deseo del legislador el delimitar los conceptos de los que puede

obtenerse la cantidad de quince millones. Por un lado diferencia entre los tributos

periódicos, de declaración periódica y los restantes; por otro lado, hace lo propio en cada

periodo impositivo y, además, en los tributos que no se integran en los grupos anteriores

se entiende referida para cada hecho imponible. En consecuencia parece posible interpretar

que hay un espíritu de concretar las causas que pueden provocar esa cantidad no pareciendo

posible la acumulación de conceptos para su formación196. De acuerdo con esto, el

recargo autonómico no se debería sumar a la cuota del tributo base para obtener la cantidad

requerida de quince millones de pesetas.

Por otro lado, atendiendo a los sujetos pasivos del hecho tipificado, se ha de

observar que se contemplan a la hacienda estatal, autonómica, foral o local y no a un

concepto genérico. Pues bien, si tenemos en cuenta que en relación con los tributos lo

tipificado es la elusion de su pago de forma total o parcial, se puede interpretar que lo

penado -siempre que se dé completamente el tipo penal- es el perjuicio realizado a cada

una de las haciendas anteriores, individualmente consideradas, en una cantidad que

sobrepase los quince millones de pesetas.

195) Art. 8 del R.D 2221/1984 de 12 de diciembre.

) La única posibilidad de acumulación de cuantías parece presentarse en relación con los tributos de
declaración periódica. Estos se relacionan con tributos de devengo instantáneo cuyas cuotas se acumulan
tenido en cuenta un determinado período de tiempo correspondiente con el periodo de declaración. El
montante acumulado es el que se tendrá en cuenta para la obtención de la cantidad de quince millones.
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Así mismo, identificándonos con lo dicho por PÉREZ ROYO, anteriormente citado,

en el caso de concurrencia de un recargo tributario autonómico ya se ha mostrado en este

capítulo nuestra concepción de que existen dos obligaciones tributarias diferenciables con

dos objetos que se encarnan en la prestación de dar una cantidad de dinero que se refleja

en sendas cuotas tributarias. En consecuencia parece lógico pensar que, si hay

diferenciación de sujetos pasivos y se habla, en el caso de elusion del pago de tributos, de

"cuota defraudada" no es posible fundir ambas para generar una única, determinando así

si se produce o no el requisito cuantitativo que se comenta. Además, amparándonos en los

mismos argumentos se puede considerar que la multa que se contempla en el art. 349.1 2°

párrafo no puede tener como base la cuantía del recargo tributario autonómico salvo que

se relacione con él el delito que se trate.

6.- RECAPITULACIÓN.

Con el presente capítulo se ha completado este estudio sobre el régimen jurídico del

recargo tributario autonómico a través de la descripción de aspectos relacionados con la

obligación que de él se deriva. Por ello, estimamos, se completa el ciclo que representa

todo tributo: su establecimiento y su realización efectiva. Por lo que se refiere a este

último aspecto, el capítulo se desarrolla alrededor de dos polos: el primero está referido

a la singularización de la obligación tributaria del recargo autonómico; el segundo describe

cuestiones relacionadas con la aplicación a dicha obligación de los procedimientos de

gestión.

En relación con el primer polo se ha concluido que la obligación tributaria

procedente del recargo autonómico no ha de ser necesariamente considerada como una

obligación accesoria. Fundamentándonos en su carácter de obligación ex lege, de derecho

público y de dar, esta obligación adquiere una identidad propia que se completa con la

circunstancia de que concurren en ella diversos pormenores. En primer lugar la posibilidad

de desarrollarse de forma separada a la obligación tributaria del tributo base cuando esta

sufre el efecto de exenciones o beneficios fiscales que igualan su cuota a cero. En segundo

lugar, la obligación tributaria deriva de un hecho imponible del que, si bien participa de

aspectos del hecho imponible del tributo base, puede ser diferenciado. En tercer lugar es
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posible hablar de dos objetos de obligación tributaria -dos cuotas- cuando concurren un

recargo y un tributo base. Finalmente, existen dos obligaciones tributarias diferenciadas

identificables a través de los dos sujetos activos -identificándonos con una posición

doctrinal concreta- (Estado y Comunidad Autónoma) que se relacionan con el mismo

obligado tributario. En definitiva abogamos por considerar que la obligación tributaria del

recargo autonómico posee una identidad propia sin perjuicio de que se halle coligada con

la procedente del tributo base.

Esta obligación tributaria derivada del recargo, además, se puede caracterizar a

través de aspectos relacionados con su cuantificación (el carácter variable o fijo del tributo

del que procede sin descontar su propia base, tipo y cuota). Su extinción a través del pago,

de la prescripción, la compensación, la condonación o la insolvencia del deudor presentan

la necesidad común de que no han de impedir la transparencia del sistema tributario así

como la exigencia de que la Comunidad Autónoma no quede a expensas de la regulación

que el Estado realice en relación con estos institutos. También se han tratado las garantías

reales contempladas en la LGT, concluyendo que son de aplicación con respecto a la

obligación tributaria del recargo sin detrimento de detectar la necesidad de cubrir una

laguna, en el sentido de previsión expresa sobre la prelación de créditos, cuando se trata

de la concurrencia del derecho del Estado y una Comunidad Autónoma sobre una misma

manifestación de capacidad económica. Finalmente, se ha considerado la posibilidad de que

junto a la obligación tributaria que supone el recargo autonómico se puedan establecer otras

obligaciones de las denominadas a cuenta extrayendo una conclusión afirmativa.

El segundo polo al que se ha hecho referencia está relacionado con la gestión de

la obligación tributaria derivada del recargo. En este sentido la exposición se ha

desarrollado a través del tratamiento de los procedimientos administrativo-tributarios de

liquidación, comprobación e investigación, recaudación y, finalmente, la revisión en vía

administrativa y contencioso-administrativa. Con respecto a esto se parte de la competencia

exclusiva y plena del Estado en relación con la gestión del recargo autonómico lo que no

implica una aplicación de los diferentes procedimientos sin tener en cuenta posibles

particularidades. Por lo que se refiere al recargo se presentan, por ejemplo, con la

exención del deber formal de declarar y la necesidad de hacer efectivo el principio de
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coordinación horizontal y vertical entre Comunidades Autónomas y Estado en relación con

la inspección tributaria.

El capítulo termina con el análisis de las relaciones entre la exacción autonómica

con la revisión en materia tributaria y con el derecho sancionador, temas que tienen un

punto en común. La consideración o no del recargo tributario autonómico a la hora de

determinar las cuantías para la revisión en segundas instancias, para aplicar sanciones

administrativas o para considerar realizados los tipos delictivos tipificados en el Código

Penal. En este sentido, la conclusión es coherente con la linea de todo el capítulo ya que

consideramos que el recargo tributario autonómico y su obligación poseen una identidad

propia que impide la integración de su cuantía para fundamentar recursos, aplicar sanciones

o completar tipos delictivos.

Hasta aquí se ha mostrado al lector la descripción y diversas opiniones sobre las

distintas cuestiones que puede implicar la dimensión dinámica del recargo tributario

autonómico que se desarrolla de forma autónoma a la del tributo base. Esta dimensión,

junto con la estática ofrecida en los capítulos anteriores, completan el estudio que sobre

este tributo se ha realizado abriendo ya el camino para formular algunas conclusiones que

integran el último y próximo paso en este trabajo.
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RECAPITULACIÓN FINAL.

La primera conclusión que debe extraerse de nuestro estudio se traduce en la

amplitud con que el ordenamiento jurídico estructura el recargo tributario autonómico.

Amplitud en el sentido de que esa exacción tributaria posee un holgado marco de

establecimiento y configuración motivado, por un lado, por su parva regulación específica,

recogida principalmente en la Constitución y la LOFCA, y, por otro lado, porque la

ineludible aplicación de los principios que informan la actividad financiera de las

Comunidades Autónomas se halla a expensas de sus posibles y, a veces, variables

interpretaciones.

Las consecuencias inmediatas de esta conclusión implican, a su vez, dos series de

afirmaciones. Primera, la necesaria labor de integración del conjunto de normas que, en

principio, no están dirigidas a regular el tributo objeto de nuestra atención. Segunda, a

pesar de ello, supone la posibilidad de una mayor expresión de autonomía financiera de

las Comunidades Autónomas. Pero esta conclusión ha sido posible luego de establecer y

concretar diversos puntos que han ocupado nuestra atención en este trabajo. En este sentido

se comenzó partiendo de la premisa de que el recargo, considerado de forma abstracta y

fuera de cualquier contexto, es un mecanismo por medio del que se produce un incremento

de una carga previa o el nacimiento de una nueva carga.

Así las cosas, enmarcando la figura en la faceta del ordenamiento que supone el

Derecho financiero, se puede decir que es el incremento de una deuda tributaria

preexistente o la existencia de una nueva deuda. De hecho, el legislador ha utilizado este

instrumento -como se deriva del análisis realizado en el capítulo primero- para la obtención

de ingresos en concepto de contribución a los gastos de los entes públicos, para obtener
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indemnizaciones por el cumplimiento intempestivo de la obligación tributaria y, finalmente,

como mecanismo de establecimiento de sanciones pecuniarias con las que castigar

comportamientos tipificados como infracciones en el orden tributario.

Centrándonos en el que ocupa nuestro objeto, efectivamente, el recargo debe

conceptuarse como un tributo, tanto desde una perspectiva abstracta -lo que supone

previamente acercarse a una definición de ese concepto-; como desde una perspectiva

positiva -lo que implica comparar la figura con las diferentes categorías tributarias que

nuestro ordenamiento contempla-. Pues bien, considerando el tributo como una prestación

pecuniaria establecida a favor de un ente público, de acuerdo con los principios de

legalidad y capacidad económica, la conclusión a la que se llega es que debe incluirse en

esa categoría. Se trata de una exacción que produce ingresos en favor de los entes

públicos, que es establecida unilateralmente por quienes tienen atribuido poder tributario

y de acuerdo con las normas que delimitan el deber de contribuir.

Así mismo, el recargo se puede considerar un tributo desde una perspectiva positiva

ya que, si bien no es una nueva categoría tributaria, de acuerdo con lo previsto en el

ordenamiento jurídico, su existencia supone compartir un hecho imponible preexistente que

es fundamento del tributo al que se agrega el recargo. No obstante, no todos los hechos

imponibles son apropiados para soportar un recargo sino que han de ser susceptibles de

división, cualidad que sólo se da en el presupuesto de hecho de los impuestos.

No obstante, debemos concretar esta última afirmación en el sentido de que, si bien

cabría teóricamente pensar que el recargo es un tributo que comparte el hecho imponible

de cualquiera de las categorías tributarias recogidas en el ordenamiento jurídico, el análisis

de la estructura del presupuesto de hecho de esas categorías nos lleva necesariamente a la

conclusión que sólo el impuesto es apto para admitir la existencia del recargo tributario

dada la configuración jurídica de su hecho imponible. En cambio este elemento, en la tasa

y en la contribución especial, se relaciona con un servicio o actuación de la Administración

por lo que una misma actividad no puede generar más de un tributo. Así mismo, cada

Administración tiene sus competencias, de forma que no es posible un recargo de otro ente

por una actividad en la que no es competente. Por otro lado, esas exacciones tienen unos
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limites cuantitativos que no pueden ser excedidos a través de recargos. De manera que, en

consecuencia, esta exacción tributaria es un impuesto y no una tasa o una contribución

especial.

Así lo demuestra, no sólo el acercamiento teórico a los conceptos de impuesto, tasa

y contribución especial, sino también la labor del legislador cuando ha utilizado el recargo.

Precisamente el capítulo primero del trabajo tiene como objeto el análisis de los diferentes

recargos actualmente aplicables por estar sus normas reguladoras en vigor. Pero, además

de contar que el legislador ha establecido el recargo exclusivamente sobre impuestos, ese

análisis nos ha permitido extraer elementos que sirven para concretar el régimen jurídico

de esta figura.

En efecto, el legislador estatal o autonómico, ha utilizado esta figura al establecer

recargos tributarios de cuyo régimen jurídico pueden extraerse las siguientes conclusiones

útiles, aunque sea para rechazarlas, en orden a la configuración jurídica del recargo

tributario autonómico. En primer lugar, debe resaltarse que para hablar de un recargo

tributario es necesaria la existencia de un impuesto al que, precisamente, se adhiere, no

pudiendo calificarse de recargo tributario el tributo que no reúna esa cualidad aunque el

legislador lo denomine como tal.

En segundo lugar, en ocasiones, si bien es configurado legislativamente como un

recargo, en realidad se trata de un medio para incrementar el tipo impositivo del tributo

base, aunque ese incremento se traduzca en una participación en la recaudación global de

otros entes públicos. En consecuencia, no se está en presencia de un recargo tributario.

En tercer lugar, debe afirmarse que, en ocasiones, el recargo se estructura

exclusivamente sobre determinados elemento del aspecto material del elemento objetivo y

del subjetivo del hecho imponible y, en consecuencia, de la base imponible a él vinculada.

Esta afirmación significa que los hechos imponibles del recargo tributario y del tributo base

no han de ser necesariamente idénticos, siempre, claro está, según lo regulado por el

legislador.



En cuarto lugar, se puede destacar que las exenciones o las bonificaciones que se

contemplen en el régimen jurídico del impuesto base son asumidas por un recargo

tributario dependiendo de si recae sobre la base o la cuota de ese impuesto. Es decir, el

efecto de esas medidas se extenderá al recargo tributario cuando su efectividad influya en

el punto estructural del impuesto base sobre el que esa exacción se impone.

En quinto lugar, la diversa configuración jurídica realizada por el legislador pone

de manifiesto que no siempre el recargo tributario, en cuanto tipo impositivo, se aplica

sobre la cuota tributaria (íntegra o líquida) sino también sobre la base (imponible o

liquidable), siempre del tributo base. De manera que para el legislador caben diversas

posibilidades de articulación del recargo.

En sexto lugar, el legislador discrimina no sólo, como ya hemos indicado, dentro

del hecho imponible, sino también con relación a los distintos hechos imponibles que

conforman un impuesto, estableciendo el recargo exclusivamente sobre uno o varios de

ellos.

En séptimo lugar, no siempre el recargo tributario responde exclusivamente a la

finalidad financiera que es propia de los tributos, sino también a otro tipo de fines

generalmente asociados a la simplificación en la gestión del tributo base.

En octavo lugar, del análisis realizado puede, asimismo, concluirse que respecto

de la gestión tributaria, no siempre el legislador ha utilizado idénticos criterios para atribuir

la titularidad de esa competencia. Así puede comprobarse que en ocasiones se gestiona al

mismo tiempo o en tiempo diferente que el tributo base; no siempre es competente el ente

público que tiene atribuida la gestión del tributo base e, incluso, que dentro de esa

competencia de gestión, las distintas funciones que lo incluyen se atribuyen a entes

diferentes.

Pero además de estas reflexiones sobre la ordenación jurídica realizada por el

legislador respecto de los recargos actualmente en vigor, su análisis nos ha puesto de

manifiesto que estos recargos pueden establecerse en favor de entes institucionales y, por



supuesto, de entes territoriales. En este último sentido debemos afirmar que, en cualquier

caso, estamos en presencia de un recurso tributario, de un tributo al margen de quien sea

el ente titular del recargo y, siempre, claro está, que se dé la premisa fundamental: la

existencia un impuesto previo sobre el cual se construye el recargo tributario.

Esta afirmación nos permite concluir que en el caso de los entes locales no puede

asimilarse el recargo a una participación en los ingresos del ente titular del tributo base,

ni tampoco que sea un simple mecanismo de incremento de la deuda. En este sentido

creemos que, esta última concepción, implica la reducción del recargo a su faz económica

ocultando la jurídica. Respecto de la primera entendemos que el recargo tributario, a

diferencia de la participación, es producto del poder tributario de un ente público; supone

una presión tributaria directa sobre el sujeto no tiene como consecuencia la disminución

de los ingresos que el titular del tributo base obtiene por esa exacción; tiene una estructura

de concepción diferente y está fundamentado en el principio de autonomía implicando así

mismo el de corresponsabilidad fiscal.

De los recargos tributarios es de destacar el recargo provincial sobre el Impuesto

de Actividades Económicas. Respecto de esta exacción debemos afirmar que es uno de los

recursos de las haciendas de las Comunidades Autónomas de carácter Uniprovincial desde

el momento en que sustituyen a las Diputaciones provinciales que existían en sus

territorios. En este sentido, la exacción provincial puede verse como una excepción al

ámbito de aplicación del recargo tributario autonómico ya que, desde una perspectiva

constitucional, éste ha de establecerse sobre impuestos estatales. En nuestra opinión, como

se ha reflejado, no se trata de una excepción puesto que ambos tributos responden a

parámetros diferentes. El tributo provincial no encuentra un fundamento expreso en la

Constitución y, en consecuencia, las Comunidades Autónomas se hallan limitadas a lo que

el legislador estatal disponga en relación con ese recurso, al menos respecto de las bases

en materia de haciendas locales.

Sobre las Comunidades Autónomas de régimen especial también podemos realizar

algunas afirmaciones respecto de como se desarrolla el tributo objeto de nuestra

investigación. En este sentido, se concluye que la Comunidad Autónoma del País Vasco
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puede establecer recargos sobre tributos concertados y estatales, siendo de aplicación el

bloque constitucional formado, por un lado, por la CE y, por el otro, por la LOFCA. Esto

es debido a que la Ley de Concierto es de aplicación a las Diputaciones forales vascas,

pero no exime a la Hacienda General de esa Comunidad de la aplicación de ese bloque.

No es el mismo supuesto el de la Comunidad Autónoma de Navarra que puede establecer

recargos de acuerdo con la Constitución y la Ley de Convenio, sin verse afectada por la

LOFCA como ocurre con las otras Comunidades.

La naturaleza de tributo y, concretamente, de impuesto que es posible predicar del

recargo de las Comunidades Autónomas de acuerdo con lo estimado anteriormente, nos

obliga a situarlo en el marco dentro del que debe ejercerse la potestad tributaria de que son

titulares las Comunidades Autónomas. Así, determinado que esa potestad o poder tributario

se traduce en la posibilidad de establecer tributos dentro de lo dispuesto en la Constitución

y las leyes que, claro está, no implican la creación de un tributo en particular, es decir,

que esa potestad supone la creación de tributos ex novo sin necesidad de una previa ley

estatal, nos permite adentrarnos en el análisis del régimen jurídico de ese recurso tributario

tal y como se deriva de la delimitación que ese bloque normativo realiza. En este sentido,

afirmamos que las Comunidades Autónomas pueden establecer impuestos, tasas,

contribuciones especiales y recargos entendidos estos últimos, no como otra categoría

tributaria, sino como impuestos.

Todas estas figuras son manifestaciones del poder tributario de las Comunidades

Autónomas, pero este origen común no es fundamento para considerar que todos ellos son

tributos propios de estos entes territoriales. Efectivamente, el recargo tributario autonómico

presenta diferencias con respecto al resto de tributos propios. En primer lugar el trato

normativo que dispensa el legislador constitucional a estas figuras muestra una separación

entre el recargo y el resto de figuras.

En segundo lugar, a diferencia de lo que ocurre con los tributos propios, el recargo

tributario presenta unas características distintas, ya que la competencia normativa y de

gestión se encuentran distribuidas entre dos entes (en el caso del recargo autonómico, el

Estado y las Comunidades Autónomas). Siendo necesaria la competencia normativa para
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establecer el hecho imponible de un tributo, se observa como el recargo configura el suyo

por la acción de dos entes. Esto es debido a la necesidad que tiene de un tributo

preexistente para configurar su propio régimen jurídico.

Así las cosas, podemos afirmar, que su hecho imponible se configura con

componentes propios y otros procedentes del régimen jurídico del tributo base. En este

sentido asume del aspecto temporal del tributo base y sin posibilidad de variación, su

devengo y la estructura temporal. Así mismo asume, pero pueden ser precisados, el

aspecto material, del aspecto temporal la exigibilidad, del aspecto cuantitativo la base y del

elemento subjetivo el contribuyente y el sustituto pudiendo contemplar un posible retenedor

a cuenta. Son, sin embargo, propios del recargo tributario del aspecto cuantitativo el tipo

impositivo, el aspecto espacial y el sujeto pasivo en cuanto al ente que establece el tributo

y es titular de la recaudación que produce.

En cuando a la gestión, se ha encontrado una laguna en el ordenamiento y es

necesario realizar una integración de la diferentes normativa que, indirectamente, está

relacionada con el tema. De dicha actividad es posible extraer la conclusión de que el

recargo tributario autonómico ha de ser gestionado por el Estado junto con el tributo base.

La conclusión de todo esto es, por tanto, que, a diferencia de los tributos propios,

el recargo tributario autonómico implica compartir las diferentes competencias que supone.

En consecuencia, en nuestra opinión, se puede calificar desde una perspectiva jurídica de

impuesto compartido. Este calificativo también encuentra fundamento, sin desviarnos de

esa perspectiva, si tenemos en cuenta que las Comunidades Autónomas comparten con el

Estado, gravándolas, las mismas manifestaciones de capacidad económica, de riqueza, que

fundamentan los impuestos de ese ente.

Partiendo de su naturaleza de impuesto compartido, la necesidad de una correcta

incorporación del recargo tributario autonómico al orden que supone el sistema tributario,

nos ha obligado a analizar el contenido del art. 6.2 de la LOFCA que impone, de acuerdo

con una interpretación jurisprudencial, la no duplicación de los hechos imponibles gravados

por parte de los tributos autonómicos. En este sentido, el recargo tributario presenta un
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hecho imponible que, por su propia naturaleza nunca coincide con el del tributo base al que

se agrega, en la medida en que, al menos en relación con el aspecto cuantitativo, el tipo

impositivo siempre será diferente.

Es evidente que la incorporación del recargo al sistema tributario se produce a

través de su establecimiento sobre impuestos que forman su ámbito. En el texto

constitucional concreta que estos son los impuestos estatales, lo cual quiere decir que no

cabe establecer recargos sobre impuestos de titularidad local por parte de las Comunidades

Autónomas. La LOFCA concreta este ámbito a los impuestos cedidos y a los no cedidos

que graven la renta y el patrimonio de las personas físicas con domicilio fiscal en la

Comunidad Autónoma. Esta disposición implica excluir al Impuesto de Sociedades e

incluir, como tributos efectivamente cedidos, al Impuesto sobre el Patrimonio, al Impuesto

sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, al Impuesto sobre

Sucesiones y Donaciones y a la Tasa estatal que grava el Juego, en los casos en que la

cesión no está bajo una condición suspensiva. Como tributo que reúne las otras

características se ha de entender el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.

Pero no se ha de pensar que el ámbito tratado ésta consolidado pues todavía se

puede efectuar la cesión del Impuesto sobre al Valor Añadido y los Impuestos Especiales

en su fase minorista. Previa definición de ésta y de acuerdo con el derecho comunitario

se puede plantear la posibilidad de que las Comunidades Autónomas establezcan un recargo

tributario.

También, como condición de incorporación al sistema tributario, hemos estudiado

la prohibición de que el recargo pueda suponer una disminución de los ingresos producidos

por los tributos susceptibles de ser recargados. Es un mandato dirigido al Estado puesto

que las Comunidades Autónomas no tienen competencia para establecer deducciones en

tributos de los que no son titulares. Por otro lado, se ha interpretado que su objetivo es

evitar que el recargo sea una medida directamente deducible en los tributos sobre los que

recae, no impidiéndose que pueda ser un gasto deducible a la hora de liquidar otros

tributos.
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Pero la incorporación que mencionamos no se produce atendiendo de forma

exclusiva a estos requisitos, además es necesario dar cuenta de las exigencias que impone

el deber de contribuir. El primer principio tratado relacionado con este deber es el

principio de generalidad en el que se produce una especificación a través del art. 12 de la

LOFCA y en relación con los tributos no cedidos. Esto se debe a que se excluye del

ámbito del recargo el Impuesto sobre Sociedades lo que indica que las personas jurídicas

no han de contribuir a los gastos de la Comunidad a través de este impuesto sin perjuicio

de que lo hagan a través de recargos sobre los tributos cedidos.

Una aproximación al principio de capacidad económica indica que se puede

entender, por un lado, como obligación del legislador de establecer tributos sobre

manifestaciones de riqueza y, por otro lado, como limites dentro de los que el legislador

puede gravar una determinada capacidad económica. Sobre él llegamos a la conclusión que

el recargo tributario comparte la capacidad económica del tributo base en todas sus

manifestaciones. En efecto, en el primer sentido se concluye que el recargo ha de gravar

las mismas manifestaciones de capacidad económica que lo son por el tributo base.

En el segundo sentido creemos que el recargo ha de respetar los límites máximo y

mínimo con la referencia que el tributo base supone, no siendo adecuado que se considere

su capacidad de detracción de riqueza de forma independiente. Tributo base y recargo

tributario forman un sistema que ha de ser analizado conjuntamente cuando se fundamenta

en una determinada capacidad económica o manifestación de riqueza única.

La capacidad económica gravada por el legislador se encuentra recogida en la

ordenación que éste diseña, fundamentalmente en su hecho imponible cuya realización

implica el nacimiento de obligaciones tributaria o, en otros términos, el devengo de

tributos. En este sentido la base es la concreción o cuantificación exacta de esa capacidad

económica. Pues bien, respecto de la base se llega a dos conclusiones al considerarla la

cuantificación del aspecto material del hecho imponible de un tributo. La primera de ellas

se traduce en la posibilidad de que el recargo se establezca sobre unos hechos imponibles

discriminando otros cuando son varios los que componen el tributo base. La segunda

conclusión es que ese recargo puede construirse sobre aspectos concretos que compongan
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la base imponible sin que ello suponga violar el límite que prevé el art. 12 de la LOFCA

que impide desvirtuar la naturaleza o estructura del impuesto estatal. La cuestión se

trasladaría no tanto a la aplicación del art. 12 citado, sino a la propia naturaleza del

recargo porque, entendemos, que difícilmente puede desvirtuar el tributo base, más bien

la cuestión se debe plantear en cuando un recargo dejar de serlo para convertirse en un

tributo propio.

El tan citado principio de capacidad económica también se refleja a través de

diferentes medidas que establece el legislador dentro del régimen jurídico de un tributo.

En este sentido hemos concluido que las medidas que eximen totalmente al contribuyente

de su obligación implican la inexistencia de una base o una cuota lo que, a su vez, impide

la ordenación de un recargo tributario autonómico. También se han considerado las

medidas que modulan la carga tributaria en aras de un acercamiento al principio de

capacidad económica. Sobre ellas se ha de decir que el recargo tributario las asume o no

dependiendo del punto estructural del tributo base (base o cuota) sobre el que se construya.

Es más, no existe un impedimento jurídico a que las Comunidades Autónomas establezcan

sus propias medidas con el mismo fin.

Vinculado con el principio anterior, no hemos dejado de tratar los efectos de la

extrafiscalidad en relación con el recargo. Este efecto se traslada al recargo cuando el

tributo base sobre el que recae es primordialmente extrafiscal. No hay tal traslación de la

características, a nuestro juicio, cuando la extrafiscalidad en el tributo base se traduce en

medidas fiscales que no influyen en las cuantías de aquellos elementos estructurales sobre

los que se establece el recargo tributario autonómico.

La extensión del espacio en páginas dedicado al principio de capacidad económica

denota de forma física su importancia, pero ello no debe apartar la atención en los otros

principios que informan el deber de contribuir cuya acción, conjunta con el anterior,

implican el ideal de justicia tributaria del sistema. El siguiente principio estudiado es el de

igualdad que no ha de ser interpretado como uniformidad. En consecuencia, por un lado,

dentro del territorio de cada Comunidad Autónoma, el recargo no ha de significar

necesariamente un trato uniforme para todos los posibles contribuyentes, pudiendo la
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Comunidad adoptar las medidas de individualización necesarias siempre que no sean de

carácter discrecional o injustificadas. Por otro lado, el principio no implica que este tributo

tenga que ser igual en todas las Comunidades, sino que las diferencias de presión fiscal

pueden darse sin ser un atentado al principio examinado, considerándose muestras de la

autonomía financiera que poseen los entes impositores. Esa autonomía financiera, no

obstante, se haya sujeta a la regulación que el Estado realice para garantizar las

condiciones básicas del ejercicio de derechos y deberes de los españoles.

El principio de progresividad puede traducirse en el recargo de dos formas. La

primera, determinando que el principio de igualdad no sea la uniformidad que se ha

mencionado, de manera que se grave con ese tributo en función de la capacidad económica

mostrada por cada posible contribuyente. Esa progresividad puede traducirse en la segunda

forma anunciada pues no existe una prohibición en el ordenamiento, ni tampoco un

impedimento técnico como la experiencia vasca demuestra, a que el recargo tributario

autonómico posea un tipo impositivo alícuota de este carácter o que tenga relacionadas

medidas fiscales -aspecto ya mencionado- para hacer efectivo el principio tratado.

En relación con el principio de no alcance confiscatorio nos centramos en la idea

de que no consideramos adecuado estimarlo en relación con el recargo individualmente

considerado, sino conjuntamente con el tributo base puesto que ambos recaen sobre una

sola capacidad económica.

El último principio tratado es el de legalidad. En relación con él no parecen existir

problemas específicos en el hecho de que las Comunidades Autónomas establezcan sus

recargos recogiendo en sus leyes los elementos esenciales que componen el citado tributo,

sin necesidad, por otro lado, de una previa ley estatal específica sobre este tributo. No

obstante esto, consecuencia del carácter compartido de esta exacción, son necesarias, al

menos, dos leyes, una estatal que regule el tributo base y una autonómica, para configurar

todos los elementos esenciales (sujetos pasivos¿ base imponible, tipo impositivo, etc...).

Tratados los principios constitucional-tributarios se tratan otros que son parámetros

para el ejercicio constitucional del poder tributario autonómico y que, asimismo, lo
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singularizan frente al poder tributario del Estado. El primer principio que es tratado es el

de autonomía financiera que se manifiesta como imprescindible para la efectividad del

principio de autonomía política. Pues bien, desde la perspectiva que ofrece la obtención

de ingresos el recargo tributario autonómico puede destacarse dentro del sistema de

recursos como una vía para la expresión de esa autonomía financiera. Efectivamente, las

Comunidades Autónomas disponen, en comparación con lo que sucede con el resto de

recursos que componen su hacienda, de un margen de actuación amplio en lo que respecta

a la estructura y al volumen de ingresos a producir por vía de recargos sobre impuestos

estatales. En consecuencia, la conclusión es que un mayor uso de recargos tributarios

autonómicos puede incrementar la existente autonomía financiera de las Comunidades,

iniciándose una tendencia hacia el equilibrio con la desarrollada autonomía financiera que

disponen en materia de poder de gasto.

También se ha analizado el, relativamente nuevo, principio de responsabilidad o

corresponsabilidad fiscal. Éste se ha definido como la capacidad de los entes públicos (en

este caso las Comunidades Autónomas) de asumir las consecuencias que pueden implicar

sus actuaciones (establecer recargos sobre impuestos autonómicos) en el campo fiscal. Su

fundamento constitucional puede encontrarse implícito en el reconocimiento de autonomía

financiera.

Pues bien, el sistema de financiación actual presenta, de forma paralela con la

autonomía financiera, corresponsabilidad fiscal desarrollada en materia de gasto (las

Comunidades Autónomas establecen sus propios presupuestos) pero no el mismo grado en

materia de ingresos (pues los recursos más importantes de su hacienda no son, como se ha

visto, normativamente determinados por ellas sino por el Estado). Así mismo, no parece

que hayan centrado su interés en uno de los recursos que pueden desarrollar esa

corresponsabilidad fiscal, como es el recargo tributario autonómico.

Este recurso significa la consecución de un alto nivel de desarrollo en ese principio

desde el momento en que su establecimiento implica la utilización del poder legislativo de

la Comunidad Autónoma entendido cómo máxima expresión de su autonomía política. No

sucede lo mismo en relación con la asunción de tareas de gestión del tributo puesto que,
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nosotros defendemos que es una competencia estatal. No obstante esto, parece importante

que el contribuyente no se encuentre frente a una sola Administración tributaria que no le

permita distinguir los entes que realizan la política fiscal que le afecta. En este sentido

abogamos por la introducción de las Comunidades Autónomas en las tareas de gestión y

en la utilización de mecanismos que contribuyan a la transparencia del sistema. Finalmente,

la corresponsabilidad fiscal en materia de recaudación también aumentaría, puesto que las

Comunidades Autónomas dispondrían de un mayor volumen de ingresos no procedentes

de recursos cuya fundamental misión es la financiación del nivel mínimo de servicios.

El principio de coordinación se presenta como un límite necesario al principio de

autonomía financiera por lo que, evidentemente, ha de ser tenido en cuenta a la hora de

establecer un recargo por parte de las Comunidades Autónomas. Actualmente se puede ver

reflejado en la regulación que de este tributo realiza la LOFCA lo que no impide

considerar la posibilidad del establecimiento de una ley orgánica que desarrolle un marco

para el establecimiento de recargos por parte de las Comunidades Autónomas o de una

modificación de la propia LOFCA.

Pero la coordinación no se produce sólo a través de establecer el citado recargo,

sino también por medio de las actuaciones precisas de los diferentes entes interesados. En

este sentido, creemos necesario que, si bien la gestión del tributo es de titularidad estatal,

ha de considerarse la incorporación de las Comunidades Autónomas en esa tarea. Así

mismo puede ser útil no sólo una coordinación vertical sino también horizontal entre las

diferentes Comunidades Autónomas, delimitando territorialmente los efectos del recargo.

Éste, además, presenta la característica de que puede ser contemplado en sí mismo como

una medida de coordinación ya que dos entes la realizan a través de este mecanismo al

gravar las mismas manifestaciones de riqueza.

Otro principio que limita la autonomía financiera es el de solidaridad. Implica el

desarrollo de forma equilibrada de las diferentes partes del territorio cuya realización es

obligación del Estado. Desde esta perspectiva, se interpreta que el recargo tributario

autonómico no debe significar, con su establecimiento, un obstáculo a la realización de este

deber. Es por ello que proponemos un punto de equilibrio entre el principio de autonomía
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financiera y el de solidaridad al abogar por potenciar los recargos sobre tributos cedidos

y establecer con máximo cuidado este tributo en el Impuesto sobre la Renta de las Personas

Físicas. Esto último se debe a que es pieza clave para el cumplimiento de los deberes del

Estado en relación con el citado principio.

El principio de territorialidad es el último de los que conforman el marco en el que

se ha de desenvolver el establecimiento del recargo tributario autonómico. El mismo

presenta dos vertientes siendo la primera la prohibición de que el tributo suponga un

obstáculo a la libre circulación y al libre establecimiento, mientras que la segunda es la

prohibición de efectos extraterritoriales. Así las cosas, en relación con la primera vertiente,

el principio se halla flexibilizado por la jurisprudencia constitucional de forma que sólo va

en su contra el recargo establecido con la intención expresa de suponer una barrera fiscal.

En relación con la segunda perspectiva se ha interpretado que lo prohibido es la afección

directa e inmediata de bienes, en sentido estricto, situados fuera del territorio de la

Comunidad Autónoma impositora no siendo, además, de aplicación el art. 9 de la LOFCA.

Alrededor de esta jurisprudencia son tratados los diferentes puntos de atribución

territorial de gestión y recaudación que se vinculan con los tributos cedidos los cuales, a

nuestro juicio, no han de ser obligatoriamente criterios de sujeción en el hecho imponible

del recargo tributario autonómico. Éste puede ser establecido con otros puntos de conexión

territorial que respondan a una mayor coherencia con la jurisprudencia constitucional y con

el tributo que les sirve de base. Finalmente, también es examinado el criterio de sujeción

para tributos no cedidos encarnado en el domicilio fiscal de la persona física en el territorio

de la Comunidad Autónoma. Este punto de conexión no implica una limitación a los

efectos extraterritoriales del recargo tributario autonómico, sino que es una limitación a los

sujetos pasivos del recargo pues se identifican con aquellos cuya residencia habitual se

encuentre ubicada en el territorio autonómico.

Las últimas conclusiones se desarrollan en relación con la obligación tributaria que

surge del recargo tributario autonómico. Estas se han configurado alrededor de dos polos:

la caracterización de la obligación tributaria relacionada con el recargo y la gestión de esa

obligación. Con respecto al primero, se observa que es posible la singularización y la
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caracterización de la obligación tributaria procedente del recargo con respecto a la

obligación procedente del tributo principal. En este sentido, estimamos que es posible

concebir que el sistema formado por el recargo y el tributo base, supone dos obligaciones

tributarias diferenciables, aunque no independientes ya que ambas obligaciones comparten

un presupuesto de hecho común -que no idéntico-.

Ciertamente, la obligación procedente del recargo tributario autonómico cuenta con

las características propias de cualquier obligación tributaria: es una obligación ex lege, es

una obligación de dar y es una obligación de Derecho público. Así mismo se ha mostrado

como su desarrollo puede ser de forma separada a la obligación tributaria del tributo base

cuando esta queda anulada por el efecto de exenciones o beneficios fiscales que igualan su

cuota a cero. Además, el fundamento de la obligación tributaria del recargo procede del

hecho imponible que lo constituye que, como se ha visto, se puede diferenciar del que

posee el tributo base. También, cuando concurre un recargo tributario, nos encontramos

ante dos cuotas y dos sujetos activos que se relacionan con el mismo obligado tributario.

Es por todo ello que abogamos por considerar que la obligación tributaria del recargo

autonómico posee una identidad propia sin perjuicio de que se halle coligada con la

procedente del tributo base.

Pero otros aspectos relacionados con su cuantíficación, su extinción, las garantías

reales contempladas en la LGT o la posibilidad de establecer obligaciones a cuenta

caracterizan la obligación tributaria derivada del recargo tributario. Efectivamente, sobre

ella se puede predicar la viabilidad de todas estas instituciones sin que dependa de la

obligación tributaria para hacerlas efectivas.

En relación con el segundo polo se determina que son de aplicación los

procedimientos administrativos de gestión para la realización efectiva de la obligación

tributaria procedente del recargo tributario autonómico. Esta gestión es competencia del

Estado, como ya se ha determinado, así como también es de su competencia el

establecimiento de la normativa necesaria para la realización de esta4area. La aplicación

de estos procedimientos, no obstante, se ve influenciada por el carácter principal de la

obligación procedente del recargo tributario autonómico de forma que implica
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particularidades en su desarrollo.

Particularidades que se ponen de manifiesto en la necesidad de dos actos de

liquidación cuando éste es el mecanismo utilizado para cuantificar la deuda tributaria.

También cuando es posible que su existencia influya en la forma de llevar a cabo la

comprobación e investigación tributarias. Así mismo, cuando concluimos que no es posible

integrar al recargo tributario autonómico junto con el tributo base para estimar las cuantías

necesarias para la revisión en segunda instancia, tanto en vía económico administrativa

como la vía jurisdiccional, o para integrar la tipificación de los delitos contra la hacienda

pública contenidos en el Código Penal.
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